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AL-DEST- IJU -255-2019 
 

INFORME JURÍDICO1 

 
REFORMA DEL INCISO D) DEL ARTÍCULO 4 DE LA LEY Nº 7801, DEL 

ARTÍCULO 23 DE LA LEY Nº 7586, DEL ULTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 
16 Y ADICIÓN DE UN TRANSITORIO A LA LEY Nº 8589, PARA EL CAMBIO 

CULTURAL Y EL TRABAJO CON HOMBRES EN BENEFICIO DE LAS 
MUJERES EN SITUACIÓN DE VIOLENCIA 

 
EXPEDIENTE Nº 21.134 

 
I. RESUMEN DEL PROYECTO 

 
La violencia intrafamiliar implica, más allá del acto físico, las amenazas y las 
intimidaciones; daños emocionales, el acoso, la afectación patrimonial y otros 
aspectos que comprometen el bienestar de las personas, especialmente, de las 
mujeres. 
 
Con esta iniciativa de ley se pretende la reforma del inciso d) del artículo 4 de la Ley 
Nº 7801, del artículo 23 de la Ley Nº 7586, así como del último párrafo del artículo 
16, y la adición de un transitorio a la Ley Nº 8589, se trata de afectaciones a tres 
leyes de la República.  
 
Las reformas pretenden promover un cambio cultural en los hombres, en prevención 
de la situación de violencia contra las mujeres. Además, dentro del articulado del 
proyecto de ley, y mencionado en la exposición de motivos, se establece en el 
artículo 6 propuesto, la imposición, como parte de una medida cautelar, de un 
programa de sensibilización de género, a cargo del Instituto Nacional de las 
Mujeres. 
 
Por otra parte, se señala en la justificación, la necesidad de la derogatoria de la Ley 
Nº 9063, Ley de Atención psicológica a personas agresoras insertas en procesos 
de todo tipo de violencia, de 8 de agosto de 2012, indicándose que la prevención de 
la violencia y la concienciación de los hombres se construye a través de la 
modificación de los patrones culturales y la construcción de nuevas masculinidades 
en beneficio de la condición de la mujer. 
 

                                            
1 Elaborado por la Licda. Annette Zeledón Fallas, Asesora Parlamentaria. Supervisado por el Dr. 
Bernal Arias Ramírez, Jefe de Área.  Revisión y aprobación final a cargo del Lic. Fernando 
Campos Martínez, Director a.i. del Departamento de Servicios Técnicos de la Asamblea Legislativa. 
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En el artículo 5 se adiciona un transitorio a la Ley N° 8589, de modo que abre una 
ventana de tres meses a partir de la vigencia de lo que sería la ley, de modo que 
instituciones públicas y organizaciones privadas interesadas en programas 
especializados de atención de ofensores sean autorizados ante el INAMU. 
 
Mientras el artículo 6 señala que los jueces, como parte de medidas cautelares, en 
casos de violencia, pueden ordenar el sometimiento de presuntos ofensores a un 
programa especial. 
 
Por último, en los artículos 7, 8, 9 y 10, proponen la creación de un timbre a favor 
del Instituto Nacional de las Mujeres, con el objeto de que los recursos que genere 
sean utilizados en el financiamiento de “las responsabilidades señaladas en esta 
ley”. El cual será denominado “Timbre de No Violencia contra las Mujeres” 
 
 

II. SOBRE EL FONDO DEL PROYECTO 
 
Desde una óptica normativa, el tema sobre la equidad y la igualdad de derechos 
entre hombres y mujeres es un asunto que ha estado en el tapete de las 
preocupaciones legislativas y es, además, un asunto de políticas públicas de los 
últimos gobiernos de nuestro país, en donde la atención de las necesidades 
específicas de las mujeres ha venido siendo parte de la agenda de gobierno.  Si 
bien es cierto, aún se está en deuda con la población femenina, en lo referente a 
una verdadera igualdad, en los ámbitos políticos, económicos, sociales, y en los 
diferentes ámbitos en que las mujeres se ven involucradas, las acciones afirmativas 
han permanecido presentes.   
 
Ciertamente, los derechos humanos de las mujeres desde el punto de vista de 
igualdad no significan identidad con los hombres, consiste en tener las mismas 
oportunidades, ser reconocidas y tratadas como iguales, pues cada persona vale 
igual que cualquier otra, y es igualmente sujeta de derechos. 
 
Esta perspectiva debe considerarse de manera integral en todos los ámbitos de la 
cotidianidad de las personas, iniciando en el espacio más íntimo de relaciones 
interpersonales de los individuos, es decir, su familia, para así proyectar y fomentar 
ese cambio de valores al resto de la sociedad y las distintas formas de organización 
social. Por lo tanto, debe plantearse la iniciativa legislativa de modo que busque 
fomentar la unidad familiar, respetando la individualidad de los derechos de los 
miembros que la conforman. 
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Para el Instituto Nacional de las Mujeres2 (INAMU), los análisis con perspectiva de 
género son:  
 

“esenciales para visibilizar la realidad de un sinfín de mujeres que viven en 
situaciones de pobreza, analfabetismo, violencia, no representadas, sin acceso 
a las decisiones, etc., y por ende, en condiciones de vida no sostenibles, de 
espaldas al desarrollo. No contemplar esta especificidad y, por ende no 
reconocer las necesidades de las mujeres desde sus diversidades, implicaría 
un preocupante retroceso. Los análisis de género buscan promover la libertad 
entre mujeres y hombres, teniendo como premisa que somos iguales ante la 
ley, por ende tenemos “derechos mininos que son inherentes a toda persona, 
y que derivan únicamente de su condición de ser humano”3. Los análisis con 
perspectiva de género y sus resultados (desde la política pública) se han 
asumido como un mandato, reconociendo que las mujeres generalmente están 
en desigualdad y sufren discriminación por razones de género; es decir, por 
solo el hecho de ser mujeres”. 

 
La igualdad de género es la ausencia de discriminación basada en el sexo de la 
persona en materia de oportunidades, asignación de recursos y beneficios o acceso 
a los servicios. La equidad de género se refiere a la imparcialidad y la justicia en la 
distribución de beneficios y responsabilidades entre hombres mujeres. El concepto 
reconoce que el hombre y la mujer tienen distintas necesidades y gozan de distinto 
poder, y que esas diferencias deben determinarse y abordarse con miras a corregir 
el desequilibrio entre los sexos. Incorporación de las cuestiones de género.  
 
Por su parte, el Instituto Nacional de las Mujeres, INAMU, por mandato de ley tiene 
a su cargo la rectoría en materia de violencia contra las mujeres en nuestro país, tal 
como lo establece el artículo 22 de la Ley contra la Violencia Doméstica, Ley Nº 
7586, el cual dispone: 
 

“Artículo 22.-Plan nacional 
El Centro nacional para el desarrollo de la mujer y la familia (*) deberá 
desarrollar un plan nacional que coordine, como un sistema unificado, las 
instituciones que puedan ofrecer servicios especiales a las personas agredidas 
por violencia de género o trabajar para prevenirla.4” 

 

                                            
2 Oficio INAMU-PE-739-2016, del 19 de diciembre del 2016, suscrito por Alejandra Mora Mora, ex 
Ministra de la Condición de la Mujer. 
3 Faúndez Ledesma, H (2004). El Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos, 
Tercera Edición. Ap. Ibíd. 
 
4  De acuerdo con el artículo 26, inciso b), de la Ley del Instituto Nacional de las Mujeres No.7801 de 
30 de abril de 1998, cualquier referencia al Centro Nacional para el Desarrollo de la Mujer y la Familia 
se entenderá referida al Instituto Nacional de las Mujeres. 
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El proyecto de ley, pretendiendo ser consecuente con la legislación nacional y con 
los diferentes instrumentos internacionales que ha suscrito en esta materia, 
pretende actualizar algunos contenidos, la corrección de algunos vacíos y darle una 
mayor claridad a los artículos afectados en la iniciativa de ley, con el objeto de lograr 
adelantos necesarios de cambio cultural y mejores condiciones para las mujeres.  
El cambio se plantea trabajando un enfoque distinto en la mentalidad de los 
hombres, ello en beneficio de las mujeres en situación de violencia. 
 
No cabe duda que la iniciativa tiene como base la ejecución de acciones correctivas, 
preventivas y de concienciación en los hombres, con el propósito de modificar 
patrones culturales, y de esta forma, contribuir en la reconstrucción de una sociedad 
equitativa e igualitaria entre hombres y mujeres. 
 
 

III. ANALISIS DEL ARTICULADO 

 
El proyecto de ley que nos aprestamos a realizar análisis, cuenta con diez artículos 
y una norma transitoria. 
 
Con el fin de facilitar la comprensión, esta asesoría realizará el análisis de cada una 
de las normas haciendo uso de cuadros comparativos, entre la norma actual y la 
norma propuesta, en los casos que así proceda. 
 
Artículo 1º 
 
Se propone la reforma del inciso d) del artículo 4 de la Ley Nº 7801, Ley del Instituto 
Nacional de las Mujeres, de 18 de mayo de 1998. Véase el añadido en resaltado. 
 

Texto Actual de la Ley 7801 Texto Propuesto Exp. 21134 

(…) 
d) Coordinar las acciones e instancias existentes 
en el seno de la Administración Pública, para 
promover la condición de las mujeres y la equidad 
de género. 
 

(…) 
d) Coordinar las acciones e instancias existentes 
en el seno de la Administración Pública, para 
promover la condición de las mujeres, la equidad 
de género y la democracia genérica como nuevo 
paradigma, así como prevenir la violencia en 
contra de las mujeres. Estas coordinaciones se 
realizarán sin perjuicio de los servicios directos 
que la institución brinde a las mujeres bajo 
esos mismos principios. 
En materia de violencia, el Instituto Nacional de 
las Mujeres (INAMU) incluirá la ejecución de 
acciones para la prevención de la violencia y la 
concienciación de los hombres, para la 
modificación de los patrones culturales y la 
construcción de nuevas masculinidades en 
beneficio de la condición de la mujer. 
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Tal como puede observarse, el texto inicial del inciso se mantiene tal como se 
consigna actualmente, y la propuesta consiste en ampliar su contenido con lo cual 
no solo se afecta el primer párrafo, sino que se agrega un nuevo párrafo segundo 
al inciso en análisis. 
 
Con respecto a esta reforma realizaremos algunas consideraciones con la intención 
de mejorar y aclarar lo planteado.  En primer término, diremos que, al señalar cuáles 
serán las acciones que deberá coordinar el INAMU, se incluye la frase, 
“democracia genérica como nuevo paradigma”, misma que consideramos no es 
clara para esta asesoría, este concepto es demasiado amplio, ambiguo e 
indeterminado, ¿cuáles son los autores doctrinarios o la teoría científicamente 
reconocida?  En efecto no claro el fondo ni la acción que persigue, de tal forma que 
debería especificarse la intención de las proponentes al incluir la “democracia 
genérica”. De no aclararse la frase señalada previamente, queda sin verdadero 
contenido, de modo que, no hay certeza jurídica, con lo cual se imposibilitaría su 
adecuada aplicación.   
 
En este mismo primer párrafo, se incluye la prevención de la violencia en contra de 
las mujeres, siendo esta una importante inclusión dentro de este texto legal, pues 
sería hasta esta reforma en que el INAMU tendría dentro de sus atribuciones 
(plasmadas en este artículo 4), dicha función sustantiva y expresa, y como parte del 
cumplimiento de sus fines. 
 
Se incorpora a la norma que estas coordinaciones podrán ser realizadas, sin 
perjuicio de los diferentes servicios directos que el INAMU brinda a las mujeres. 
Nuevamente esta asesoría recomienda se aclare la redacción de esta frase, pues 
es sumamente amplia.  
 
Sobre el párrafo segundo que se adiciona al inciso a) del artículo 4 de la Ley N° 
7801, se tiene contenido también ambiguo, como “concienciación de los 
hombres”, “modificación de patrones culturales” o “la construcción de nuevas 
masculinidades”, y encima indica, en beneficio de las mujeres, cuando es en 
beneficio de ambos, hombres y mujeres.   Evidentemente, se ha venido trabajando 
teórica y doctrinariamente sobre esos conceptos; sin embargo, al ponerlos en la ley, 
dígase lo encerrado entre comillas, se manifiesta como términos excesivamente 
amplios y de difícil comprensión y aplicación para el operador jurídico, situación que 
podría provocar inseguridad jurídica, por ello, se recomienda una terminología de 
mayor claridad o que estos conceptos sean desarrollados vía Reglamento o por 
implementación de políticas públicas. 
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Artículo 2º 

 
En este artículo se propone la reforma del artículo 23 de la Ley N.º 7586, Ley contra 
la Violencia Doméstica en contra de las Mujeres, de 10 de abril de 1996. Véase en 
resaltado cada uno de los agregados. 
 
 

Texto Actual de la Ley 7586 Texto Propuesto Exp. 21134 

Artículo 23.- Obligación de las instituciones 
 
 
Las instituciones públicas que puedan colaborar 
en la detección, atención, prevención e inserción 
laboral de las personas agredidas, están 
obligadas a orientar sus labores para cumplir con 
este fin 

 

Artículo 23- Responsabilidad de las 
instituciones para la atención integral de la 
violencia 
La Administración Pública, de acuerdo con sus 
competencias, deberá colaborar en la detección, 
atención, prevención e inserción laboral de las 
personas agredidas, en cumplimiento de los 
fines de esta ley. 
Además de los deberes establecidos en los 
artículos 16 y 17 de esta ley, el Instituto 
Nacional de las Mujeres facilitará, por sí mismo 
o a través de terceros, procesos de formación 
adecuados para los victimarios u ofensores, 
requeridos para cumplir la modificación 
integral de patrones y conductas lesivas a las 
mujeres, asignando para ello los respectivos 
recursos económicos de su presupuesto. 

 
Un primer comentario se refiere al cambio del título del artículo, sugerimos que 
quede así “Obligación de la Administración Pública”.  Si se observa el título al 
artículo 23 de la iniciativa bajo análisis, es sumamente largo, pero además 
contradictorio con el contenido propuesto.  En el contenido dice “La Administración 
Pública…” mientras el título reduce la fuerza a “las instituciones para la atención 
integral de la violencia”, indudablemente esta última acepción es reduccionista. 
 
Valga anotar que “Administración Pública”, se refiere al Estado y los demás entes 
públicos, a los cuales el ordenamiento jurídico les reconoce personalidad jurídica y 
capacidad de Derecho público y privado, tal como lo señala el artículo 1º de la Ley 
General de la Administración Pública, Ley N° 6227, los cuales realizan actividad o 
función administrativa; por consiguiente, emiten actos administrativos que 
constituyen la expresión del uso de las potestades públicas que el ordenamiento 
jurídico les asigna para alcanzar los fines públicos, y dicho numeral lo dice en los 
siguientes términos: 
 

“Artículo 1º.- La Administración Pública estará constituida por el Estado y los demás 
entes públicos, cada uno con personalidad jurídica y capacidad de derecho público y 
privado.” 
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Tal como se puede observar, la referencia propuesta es más amplia y clara, por lo 
que esta asesoría no encuentra inconveniente alguno en el cambio propuesto.  De 
hecho, con la entrada en vigencia de la Ley 7586, del 2 de mayo de 1996, marcó un 
hito en la reivindicación de derechos de las mujeres y fue el inicio de una serie de 
avances en la dinámica de actuación de las diferentes instancias estatales, 
especialmente las que intervienen en la atención y la prevención de la violencia 
contra las mujeres, por lo que es razonable que veintitrés años después se 
considere ampliar transversalmente su ámbito de acción, de ahí la precisión de 
incluir “Administración Pública”, en lugar de “instituciones públicas”.  
 
El resto de los cambios al párrafo primero son cuestiones de forma que mejoran la 
redacción del artículo vigente. 
 

Luego se añade el párrafo segundo que dice “Además de los deberes establecidos 
en los artículos 16 y 17 de esta ley, el Instituto Nacional de las Mujeres facilitará, 
por sí mismo o a través de terceros, procesos de formación adecuados para los 
victimarios u ofensores, requeridos para cumplir la modificación integral de patrones 
y conductas lesivas a las mujeres, asignando para ello los respectivos recursos 
económicos de su presupuesto.” 
 
Falta un verbo entre las palabras “terceros” y “procesos”, creemos que es “dará”, y 
dicho sea de paso, debería eliminarse “procesos de” y ajustar “formación 
adecuados” por “formación adecuada”, es decir, revisar la redacción. 
 

Para esta asesoría el párrafo segundo es válido pues la violencia contra las mujeres 
es una de las más graves violaciones a los derechos humanos, por lo tanto, es un 
grave problema público y de seguridad ciudadana, además de afectar la salud de 
las víctimas por las serias consecuencias en la salud física y mental.  Y una de las 
formas de contrarrestar esa violencia es tratando al victimario u ofensor.   Pero 
también dejar en claro que las mujeres víctimas pueden ser agredidas en su círculo 
cercano, que incluso va más allá de sus parejas afectivas, a ese tipo también se le 
debería poner atención.  
 
Otra precisión, se obliga al INAMU asignar recursos económicos “de su 
presupuesto”, asunto éste de formulación interna, donde se hace necesario el 
pronunciamiento de la Institución Autónoma, pues el proyecto de ley no le dota al 
Instituto de recursos adicionales para el cumplimiento de los nuevos fines.  
 
Además, se señala la obligación del cumplimiento de los deberes establecidos en 
los artículos 16 y 17, lo cual, en el caso del numeral 16 no concuerda o compagina 
con la propuesta de reforma.  Véase que dichos numerales dicen: 
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Artículo 16.- Resolución del recurso 
La autoridad superior deberá resolver el recurso de apelación dentro de los quince 
días siguientes a la fecha en que finalizó su tramitación. 
 

Artículo 17.-Ejecución de las medidas 
La autoridad judicial deberá revisar los resultados de la ejecución de las medidas, 
ya sea mediante la comparecencia de las partes al despacho correspondiente, con 
la frecuencia que se ordene, o bien, con la intervención del Departamento de 
Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial o de cualquier otra instancia estatal 
requerida al efecto, los cuales rendirán informes periódicos acerca de la 
efectividad de las medidas. 
La policía administrativa tiene la obligación de vigilar el cumplimiento efectivo de 
las medidas de protección, por todos los medios que sean necesarios. 
Es responsabilidad de los órganos públicos que forman parte del sistema nacional 
para la atención y prevención de la violencia intrafamiliar, de conformidad con sus 
competencias, brindar un acompañamiento integral a las personas víctimas de 
violencia que les permita mejorar su situación, así como la recuperación y la 
construcción de un nuevo proyecto de vida. 
El Instituto Nacional de las Mujeres (Inamu) brindará el asesoramiento para 
cumplir ese fin y, además, les ofrecerá a las víctimas los servicios de 
acompañamiento, asesoramiento jurídico y representación legal necesarios para 
realizar los trámites contemplados en esta Ley. Con este último propósito, 
el Inamu podrá intervenir en el procedimiento, con el fin de garantizar los derechos 
de las víctimas y representarlas legalmente con las mismas facultades y 
atribuciones otorgadas a la Defensa Pública en materia penal 

 
Artículo 3º 

 
En este artículo se propone la reforma del último párrafo del artículo 16 de la Ley 
N.º 8589, Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres, de 25 de abril de 
2007. 
 

Texto Actual Ley N° 8589 Texto Propuesto Exp. 21134 

Artículo 16- Pena de cumplimiento de 
instrucciones 
La pena de cumplimiento de instrucciones 
consistirá en el sometimiento a un plan de 
conducta en libertad, el cual será establecido por 
el juez que dicta la sentencia o por el juez de 
ejecución de la pena y podrá contener las 
siguientes instrucciones: 
a) Someter a la persona a un programa de 
tratamiento de adicciones para el control del 
consumo de alcohol, sustancias estupefacientes, 
psicotrópicas o drogas enervantes, cuando dicha 
adicción esté relacionada con la conducta 
sancionada o sus circunstancias. 

Artículo 16- Pena de cumplimiento de 
instrucciones 
 
[…] 
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b) Someter a la persona a un programa 
especializado para ofensores, orientado al control 
de conductas violentas y a tratamientos 
completos, psicológico y psiquiátrico. 
c) Prohibición de residencia: esta pena consiste 
en la prohibición de residir en un lugar 
determinado y de ir a él o transitar por él sin 
autorización judicial. El juez determinará el lugar, 
el cual podrá ser un barrio, un distrito, un cantón 
o una provincia, teniendo en cuenta la necesidad 
de protección de las víctimas. Esta instrucción en 
ningún caso podrá asumir la forma de un castigo 
de destierro. 
d) Limitación de uso de armas: consistirá en la 
prohibición de obtención de permisos de 
tenencia, matrícula y portación de armas de 
cualquier tipo. La sentencia firme que imponga 
esta pena deberá ser comunicada al Arsenal 
Nacional del Ministerio de Seguridad Pública, que 
llevará un archivo de tales sentencias, a efecto de 
considerar cualquier solicitud de matrícula o 
portación de armas de fuego que realice el 
sentenciado. 
Para los efectos de los incisos a) y b) del presente 
artículo, el Instituto Nacional de las Mujeres y el 
Ministerio de Justicia enviarán cada año, a la 
Corte Suprema de Justicia, la lista de 
instituciones acreditadas, públicas y privadas, a 
las cuales la autoridad judicial competente podrá 
remitir para el cumplimiento de esta pena. Los 
gastos en que se incurra por este tratamiento 
correrán a cargo del Estado, salvo si la persona 
condenada cuenta con recursos suficientes para 
sufragarlos. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Para los efectos de los incisos a) y b) del presente 
artículo, será necesaria la coordinación entre el 
Ministerio de Justicia, el Instituto sobre 
Alcoholismo y Farmacodependencia” (IAFA) y 
el Instituto Nacional de las Mujeres, de acuerdo 
con sus propias competencias y capacidad 
presupuestaria, para lo cual quedan 
autorizadas a suscribir convenios 
interinstitucionales. 
El Instituto Nacional de las Mujeres diseñará y 
financiará el programa especial de atención 
para los ofensores señalado en el inciso b), el 
cual será ejecutado por el Instituto o por las 
instituciones u organizaciones públicas o 
privadas que este autorice, previa verificación 
del perfil y requisitos, trámite que será 
reglamentado por la Junta Directiva de esa 
institución. 
En el caso de que los programas sean 
ejecutados por terceros, el Instituto Nacional de 
las Mujeres queda facultado a transferir los 
recursos correspondientes a quienes brinden 
los servicios, siempre que cuente con los 
mecanismos de verificación y control 
necesarios que garanticen el correcto uso de 
los recursos públicos. 
Cada año, el Ministerio de Justicia enviará a la 
Corte Suprema de Justicia la lista de las 
instituciones, públicas y privadas, autorizadas para 
ejecutar estos programas. 
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La ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres fue aprobada el 12 de abril 
del 2007 y publicada el 25 de abril del mismo año, tiene como objetivo principal la 
protección de los derechos de las víctimas de violencia y la sanción de todas sus 
manifestaciones, física, psicológica, sexual y patrimonial, en contra de las mujeres 
mayores de edad. 
 
Del 2014 al 2018, se recibieron un total de 95,783 casos nuevos en las Fiscalías 
Penales de Adultos por delitos contemplados contra la LPVCM. Las 5 principales 
causas presentadas ante el Ministerio Público por delitos contemplados en la 
LPVCM y que representaron el 97.31 % del total de los casos entrados en el periodo 
2014 – 2018, fueron, en orden de prevalencia: maltrato (38.02%), incumplimiento 
de una medida de protección (32,34%), ofensas a la dignidad (16,01%), amenazas 
contra una Mujer (10,22%) y daño patrimonial (0,72%).5 
 
La Ley contra la Violencia Doméstica en contra de las Mujeres establece en su 
primer artículo que: 
 

“Esta Ley regulará la aplicación de las medidas de protección necesarias para 
garantizar la vida, integridad y dignidad de las víctimas de la violencia 
doméstica, cuyo principio rector es el artículo 51 de la Constitución Política.”6 

Sobre el texto propuesto de reforma al artículo 16 parecer acertado se integre al 
Instituto sobre Alcoholismo y Farmacodependencia” (IAFA) en virtud del contenido del inciso 
a).   
 
En cuanto al texto que indica “El Instituto Nacional de las Mujeres diseñará y 
financiará el programa especial de atención para los ofensores señalado en el inciso 
b), el cual será ejecutado por el Instituto o por las instituciones u organizaciones 
públicas o privadas que este autorice, previa verificación del perfil y requisitos, 
trámite que será reglamentado por la Junta Directiva de esa institución.”, esta 
asesoría no ve inconveniente; sin embargo en este nuevo párrafo y en el siguiente 
cuando señala “En el caso de que los programas sean ejecutados por terceros, el 
Instituto Nacional de las Mujeres queda facultado a transferir los recursos 
correspondientes a quienes brinden los servicios, siempre que cuente con los 
mecanismos de verificación y control necesarios que garanticen.”  Nótese que hay 
una insistencia de transferir fondos públicos del presupuesto del INAMU a ONG´s o 
bien a cualquier otro tipo de empresa consultora en esas materias, prueba de ello, 
es el tratamiento que se hace con los Transitorios, donde vencido el plazo del 

                                            
 
5https://observatoriodegenero.poder-judicial.go.cr/soy-especialista-y-busco/estadisticas/ley-de-
penalizacion-de-la-violencia-contra-la-mujer/ 
 
6http://www.dhr.go.cr/transparencia/jerarcas_decisiones/proyectos_de_ley/2018/DH_U_NA_0522_2
018.pdf 
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transitorio vigente, que se derogaría, se introduce un nuevo transitorio que reactiva 
un nuevo plazo para acreditar organizaciones que ofrezcan servicios.  Esto 
indudablemente confiere responsabilidades de fiscalización de primer y segundo 
piso (CGR).  La preocupación radica en la no determinación del tamaño de los 
fondos o montos a transferir por parte de esa Institución a esas organizaciones para 
tales propósitos.  
 
En cuanto al párrafo final, esta asesoría guarda preocupación en el sentido que se 
podría generar roce con los artículos 97 y 188 y 189 inciso 3) de la Constitución 
Política, al pretender que el Ministerio de Justicia tenga como parte de sus 
obligaciones enviar a la Corte Suprema de Justicia la lista de las instituciones 
públicas y privadas, autorizadas para ejecutar dichos programas, por no encontrarse 
esta asignación dentro de sus funciones, y ser parte justamente de la rectoría del 
mismo INAMU, que es una institución autónoma, y que goza por ende, del principio 
de autonomía. 
 
Artículo 4º y artículo 5º 

 
Por referirse ambas normas a una temática similar y a una misma ley, hemos 
determinado realizar el análisis de estas normas en forma conjunta. 
 
En el artículo 4º se propone la derogatoria del transitorio único de la Ley de 
Penalización de la Violencia contra las Mujeres, Nº 8589, de 25 de abril de 2007, 
por su parte, en el artículo 5º, del proyecto de ley, se propone la adición de una 
nueva norma transitoria a la misma ley de Violencia contra las Mujeres. 
 
Con el fin de dejar en claro ambas propuestas, incluiremos a continuación los 
cuadros comparativos. 

El Artículo 4º 

 
Texto Actual Exp. 21134 

TRANSITORIO ÚNICO. 
En un plazo de tres meses, contados a partir 
de la entrada en vigencia de esta Ley, las 
instituciones públicas y las organizaciones 
privadas interesadas en desarrollar 
programas de atención especializada a 

 
SE PROPONE LA DEROGATORIA DE  
ESTA NORMA 

                                            
 
7 ARTÍCULO 9º-El Gobierno de la República es popular, representativo, participativo, alternativo y 
responsable. Lo ejercen el pueblo y tres Poderes distintos e independientes entre sí. El Legislativo, 
el Ejecutivo y el Judicial. 
Ninguno de los Poderes puede delegar el ejercicio de funciones que le son propias. 
(…) 
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ofensores, según el artículo 18 de la presente 
Ley, deberán gestionar su acreditación ante el 
Instituto Nacional de las Mujeres. 

 

Por su parte, el Artículo 5º 

 
 Texto Propuesto Exp. 21134 

 
 

SE PROPONE LA INCORPORACION DE UNA 
NUEVA NORMA TRANSITORIA 
 
TRANSITORIO ÚNICO- En un plazo de tres 
meses, contados a partir de la entrada en 
vigencia de esta ley, las instituciones públicas 
y las organizaciones privadas que también 
estén interesadas en desarrollar programas de 
atención especializada a ofensores, según el 
artículo 18 de esta ley, deberán gestionar su 
autorización ante el Instituto Nacional de las 
Mujeres. 

 
Con respecto a las normas transitorias, se pretende derogar el transitorio único 
vigente (artículo 4) que está vencido, desfasado; y la incorporación de otra norma 
transitoria (artículo 5), que revive el plazo de tres meses para que las organizaciones 
interesadas en desarrollar programas de atención de ofensores se formalicen y 
puedan recibir fondos públicos.  Esta asesoría considera necesario realizar algunos 
comentarios, con el fin de que las legisladoras y los legisladores valoren la 
conveniencia o no de su aprobación: 
 
El artículo 4, en efecto, hace referencia a la derogatoria de una norma transitoria 
aprobada con la Ley, la cual otorgaba un plazo de tres meses para que las 
instituciones públicas y las organizaciones privadas interesadas en desarrollar 
programas de atención especializada para ofensores, según el artículo 18 de la Ley, 
pudieran gestionar su acreditación ante el Instituto Nacional de las Mujeres.  En 
nuestra opinión no tiene sentido la derogatoria, para luego “caerle encima” con otra 
casi igual, sino más bien, aplicaría una reforma y actualización de modo que se 
revive dicho plazo.   
 
Por su parte, el artículo 5, propone la incorporación de un nuevo transitorio, que 
viene a repetir textualmente lo señalado en el transitorio que pretende derogarse8, 

                                            
8 Para una mayor ilustración sobre lo que es el derecho transitorio Cabanellas, señala: “(…) es 
establecido por un Código o Ley para amoldar la situación jurídica precedente a las nuevas normas, 
para respetar derechos adquiridos, no declarar la retroactividad absoluta de los preceptos 
innovadores y causar los menores trastornos en la vida jurídica y en lo general (…)  Consiste en 
conceder un plazo para que las situaciones anteriores se adaptan a las modificaciones, la 
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pareciera absolutamente innecesario, pues el fondo es el mismo, dotar de un nuevo 
plazo de igual termino (tres meses), a las instituciones públicas y las organizaciones 
privadas, que estén interesadas en desarrollar programas de atención especializada 
para ofensores. 
 
Ciertamente, las normas transitorias deben incluirse dentro de un proyecto de ley 
en situaciones en que su aplicación las haga necesarias y estas deben contener 
preceptos que regulen en forma provisional situaciones jurídicas que vengan a 
facilitar o posibilitar la aplicación definitiva de la ley que se esté aprobando.9  De 
hecho en el caso que nos ocupa, es una mala técnica la utilizada, de reabrir tres 
meses para que se acrediten organizaciones, y una vez pasado el plazo de los tres 
meses se cierra nuevamente, cuando a futuro es posible que se sumen otras 
organizaciones interesadas, o bien que las que fueron acreditadas, pierdan interés 
o desaparezcan.  Entonces, esto de acreditar no debería ser un albur de abrir y 
cerrar el derecho, sino como una política constante y permanente de acreditar o 
suspender acreditaciones, y para ello debería afectarse un artículo de fondo de la 
Ley, y efectivamente derogar el Transitorio Único que de todos modos ya está 
vencido. 
 
Las ofertas de servicios se guían por la Ley de Contratación Administrativa y no por 
avatares de un Transitorio que dimensiona tres meses.  Aplican los principios de 
libertad de participación y libertad de concurrencia.  Incluso podría ser hasta 
discriminatorio que los que se acrediten en ese plazo gocen de las contrataciones y 
ningún otro más, cuando así no aplica el Derecho Público en materia de contratos 
con el Estado o cualesquiera de sus instituciones. 
 
En todo caso, el legislador está en la obligación de precisar con toda exactitud el 
ámbito temporal y material al que deben aplicarse las disposiciones transitorias.  Lo 
anterior, es el único modo de asegurar la eficacia de este tipo de disposiciones.  
 
De todos modos, en relación con el principio de legalidad y seguridad jurídica, el 
artículo 5 que incluye otra vez un Transitorio Único requiere ser aclarado en cuanto 
a la frase: “según el artículo 18 de esta ley” en virtud de que el numeral 1810 de la 

                                            
condicionada supervivencia del Derecho derogado.” CABANELLAS (Guillermo) Diccionario 
Enciclopédico de Derecho Usual, T III. Ed. Heliasta, 21 edición.  Argentina 1989, p. 152. 
 
9 Fernando Sáinz M. y Juan Carlos da Silva.  Propuesta de Directrices para Mejorar la Calidad de las 
Leyes.  Parlamento Vasco, 1989. 
10 Artículo 18.- Rehabilitación  La persona condenada a la pena de inhabilitación podrá ser 
rehabilitada cuando haya transcurrido la mitad del plazo de esta, si no ha violado la inhabilitación y 
si ha reparado el daño a satisfacción de la víctima. 
Cuando la inhabilitación haya importado la pérdida de un cargo público, la rehabilitación no 
comportará la reposición en ese cargo. 
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Ley N.° 8589 versa sobre la rehabilitación de la persona condenada a la pena de 
inhabilitación, no al desarrollo de programas de atención especializada a ofensores, 
toda vez que este error puede incluso tornar inaplicable la disposición, al no estar 
claramente determinado su contenido. Además, la sana técnica jurídica 
recomienda hacer referencias a la materia a la que se refiere el transitorio en 
relación con el artículo, en lugar de referenciar únicamente su numeración, en 
razón que la misma es posible que varíe en caso de alguna modificación de la ley, 
lo cual implicaría la desactualización de la referencia. 
 
En razón de lo anterior, será una decisión de la esfera legislativa hacer las 
enmiendas o corregir lo señalado y permitirle o no al INAMU la reapertura de las 
acreditaciones de organizaciones interesadas en brindar servicios especializados 
de tratamiento de ofensores.  
 
Artículo 6º 

 
En esta norma se propone que los jueces, basados en lo que se establece en el 
artículo 16, inciso b) de la Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres, 
Nº 8589, el cual dice “b) Someter a la persona a un programa especializado para 
ofensores, orientado al control de conductas violentas y a tratamientos completos, 
psicológico y psiquiátrico.”, ello como parte de una medida cautelar, en los casos de 
violencia contra una mujer.   Se trata de que puedan ordenar el sometimiento de los 
presuntos ofensores a un programa especial, brindado y financiado por el INAMU. 
 
Una medida cautelar11 difiere de una pena accesoria, pareciera que el supuesto 
pretendido se encierra dentro de una pena accesoria una vez definido el caso 
principal, o la conducta delictiva.  Sin embargo, podría caber eventualmente la 
medida cautelar, entendiendo que, tratándose de agresiones a mujeres o delitos 
sexuales, cuando la víctima conviva con el imputado, podría darse la orden de que 
éste haga abandono inmediato del domicilio, y podría agregarse perfectamente que 
mientras se resuelva el caso, se someta a la persona preventivamente a un 
programa especializado para ofensores. Cae en los supuestos que están asociados 
a la disminución del peligro para la víctima. 
 

                                            
11  En el Derecho penal se pueden citar como medidas cautelares el arresto domiciliario; la prohibición 
de concurrir a determinadas reuniones o de visitar ciertos lugares; la prohibición de convivir o 
comunicarse con personas determinadas, siempre que no se afecte el derecho de defensa; 
tratándose de agresiones a mujeres o niños o delitos sexuales, cuando la víctima conviva con el 
imputado, la orden de que éste haga abandono inmediato del domicilio, supuestos relacionados con 
el peligro para la víctima. Asimismo, la obligación de someterse al cuidado o vigilancia de una 
persona o institución determinada que es lo que se pretende con el artículo 6 propuesto, ello a juicio 
del juez o tribunal, entre otras medidas. 
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También podrían darse medidas en relación con la obligación de someterse al 
cuidado o vigilancia de una persona o institución determinada, la que informara 
periódicamente al Tribunal del avance del tratamiento.  
 
Como pena accesoria o alternativa, ya no como medida cautelar, al respecto de esta 
norma bajo análisis, la Procuraduría General de la República12 ha señalado en su 
Consulta C-216-2010, lo siguiente: 
 

“Como expresa el INAMU, para los delitos que crea, la Ley establece una 
clasificación de las penas: principal (la prisión), alternativas y accesoria (la 
inhabilitación), artículo 9. En orden a las penas alternativas, contempla la 
detención de fin de semana, prestación de servicios de utilidad pública, el 
extrañamiento y el cumplimiento de instrucciones, que es la que desarrolla el 
artículo 16: 
 

“ARTÍCULO 16.- Pena de cumplimiento de instrucciones 
La pena de cumplimiento de instrucciones consistirá en el sometimiento a 
un plan de conducta en libertad, el cual será establecido por el juez que dicta 
la sentencia o por el juez de ejecución de la pena y podrá contener las 
siguientes instrucciones: 
a) Someter a la persona a un programa de tratamiento de adicciones para 
el control del consumo de alcohol, sustancias estupefacientes, psicotrópicas 
o drogas enervantes, cuando dicha adicción esté relacionada con la 
conducta sancionada o sus circunstancias. 
b) Someter a la persona a un programa especializado para ofensores, 
orientado al control de conductas violentas y a tratamientos completos, 
psicológico y psiquiátrico. 
Para los efectos de los incisos a) y b) del presente artículo, el Instituto 
Nacional de las Mujeres y el Ministerio de Justicia enviarán cada año, a la 
Corte Suprema de Justicia, la lista de instituciones acreditadas, públicas y 
privadas, a las cuales la autoridad judicial competente podrá remitir para el 
cumplimiento de esta pena. Los gastos en que se incurra por este 
tratamiento correrán a cargo del Estado, salvo si la persona condenada 
cuenta con recursos suficientes para sufragarlos”. 

 
En consecuencia, una pena alternativa puede consistir en el sometimiento del 
ofensor a un programa especializado que le permita controlar sus conductas 
violentas o bien, el sometimiento a un tratamiento completo, psicológico y 
psiquiátrico. Tratamiento que debe ser dado por una entidad “acreditada”. La 
acreditación se convierte así en el requisito indispensable para que una 
organización –incluso si es de naturaleza pública- pueda dar ese tratamiento. 
Lo anterior significa que, en ausencia de acreditación, una entidad no puede 
prestar ese tratamiento. 

 

                                            
12 Procuraduría General de la República, Consulta C-216-2010, del 2 de noviembre 2010. 
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Llamamos la atención que, no hay objeción alguna sobre el fondo o la intención 
pretendida, no obstante, esta asesoría recomienda algunas modificaciones técnicas 
de redacción referentes a esta norma (art. 6), nos referimos a Aspectos de Técnica 
Jurídica, como lo innecesario de cita La Gaceta, o lenguaje en prosa “misma forma 
que prevé el artículo de cita”.  Es decir, limpiar el texto del artículo para que quede 
bien calibrado en su redacción. 
 
Artículo 7º 
 
Se propone la derogatoria de la Ley de Atención psicológica a personas agresoras 
insertas en procesos de todo tipo de violencia, N.º 9063, de 08 de agosto de 2012. 
Esta intención también se menciona en la exposición de motivos, sin embargo, no 
se profundiza en las razones por las cuales se justifica tal derogatoria, por lo que 
conviene revisar y precisar los fundamentos en que se sustenta esa decisión.  
 
Por otra parte, en relación a esta posible derogatoria, la Procuraduría General de la 
República ha manifestado criterio en contrario en una opinión jurídica sin efectos 
vinculantes, justamente en respuesta a una consulta realizada por la Asamblea 
Legislativa el 19 de junio de 2015; en esa oportunidad vertió la OJ-58-2015, que en 
lo que interesa dice: 

 
“El inciso b) del artículo 16 de la Ley de Penalización de la Violencia contra las 
Mujeres expresamente señala que  “La pena de cumplimiento de instrucciones 
consistirá en el sometimiento a un plan de conducta en libertad, el cual será 
establecido por el juez que dicta la sentencia o por el juez de ejecución de la 
pena y podrá contener las siguientes instrucciones: (…) b) Someter a la 
persona a un programa especializado para ofensores, orientado al control de 
conductas violentas y a tratamientos completos, psicológico y psiquiátrico…” 
 
De lo anteriormente expuesto, es criterio de este Órgano Asesor que la Ley 
de Atención Psicológica a personas agresoras insertas en procesos de 
todo tipo de violencia es un instrumento de utilidad para brindar el 
tratamiento psicológico que señala el inciso c) del numeral 16 de la Ley 
de Penalización de la Violencia contra las mujeres, aspecto que debe ser 
considerado en relación a la derogatoria de dicha ley.”13 

 
A continuación, exponemos el articulado de la Ley N° 9063 que se pretende derogar 
en su totalidad: 
 

ARTÍCULO 1.- La presente ley tiene como fin ofrecer una atención 
psicoterapéutica a las personas agresoras que se vean inmersas en procesos 
de situaciones de violencia y promover así una atención psicológica 

                                            
 
13 Procuraduría General de la República, Opinión Jurídica del 19 de junio de 2015, OJ-58-2015. 
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especializada, para que estas logren aprender a identificar, controlar y evitar 
las formas de violencia física, emocional, sexual y patrimonial, causadas 
intencionalmente o por negligencia. 

ARTÍCULO 2.- Esta ley se aplicará cuando una Autoridad Judicial identifique a 
personas ofensoras de conductas tipificadas como violencia, en cualquiera de 
sus manifestaciones; así como de agresiones que se realicen como práctica 
discriminatoria o de ejercicio de dominio o del poder, por razón de género o 
cualquier otra, al tenor de las obligaciones contraídas por el Estado en materia 
de los Derechos Humanos. Esta Autoridad, de forma inmediata, deberá emitir 
una medida cautelar y notificarla de manera prioritaria y expedita, por los 
medios a su alcance, a la sede de área de salud respectiva de la Caja 
Costarricense de Seguro Social, para que dicha instancia asuma lo de su 
encargo. 

ARTÍCULO 3.- El Estado sustentado en el artículo 73 de la Constitución 
Política, se encargará de brindar atención psicológica a las personas agresoras 
que estén insertas en este tipo de experiencias patológicas, que sean remitidos 
por un juez como parte de una medida cautelar. Es responsabilidad de la 
persona profesional en Psicología con especialidad en psicología clínica 
designada, enviar a la autoridad judicial que corresponda los dictámenes 
parciales de la evolución de la persona referida, o sus conclusiones finales, 
para valorar el mantenimiento de las medidas cautelares o para que se inicien 
otro tipo de procedimientos judiciales. La Caja Costarricense de Seguro Social 
podrá colaborar para el cumplimiento de los objetivos de esta ley. 

ARTÍCULO 4.- La Caja Costarricense de Seguro Social brindará a las personas 
referidas en el artículo 2 de la presente ley, las sesiones de psicoterapia, de 
tipo individual, o de trabajo terapéutico grupal, serán realizadas por una 
persona profesional con un grado mínimo de licenciatura en Psicología. La 
cantidad de sesiones de psicoterapia serán de ocho como mínimo. 

ARTÍCULO 5.- Se autoriza a la Caja Costarricense de Seguro Social, así como 
al Ministerio de Salud, para utilizar convenios o programas interinstitucionales 
con el fin de implementar o enriquecer los tratamientos psicológicos 
establecidos en esta Ley; así como, establecer acuerdos con las Universidades 
Públicas y Privadas, nacionales y extranjeras, para que estudiantes 
avanzado/as de Licenciatura, Maestría o Doctorado en Psicología, con la 
supervisión adecuada y de manera gratuita, apoyen sustancialmente dichos 
programas de atención psicológica. 

 
Obsérvese la dimensión de las normas que estarían siendo derogadas, sin que 
exista, como se dijo, un criterio técnico de fondo.  Sin embargo, la decisión respecto 
a esta derogatoria será un asunto que definan los señores legisladores y señoras 
legisladoras, según criterios de conveniencia y oportunidad. 
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Artículos 8, 9 y 10 
 
Con respecto a estos tres artículos, por su estrecha relación hemos decidido 
abordarlos en forma conjunta. 
 
En estos se propone la creación de un timbre a favor del Instituto Nacional de las 
Mujeres, INAMU, el cual será utilizado en forma exclusiva para el cumplimiento “de 
las responsabilidades señaladas en la presente ley”, según señala el artículo 8. En 
primera instancia recomendamos dar claridad a la redacción de la frase entre 
comillas.  Por otra parte, se señala de forma excesivamente abierta, que el destino 
sería “las responsabilidades señaladas en la presente ley”.  Es decir, el título que 
llevaría el timbre es genérico no concuerda con el destino de los eventuales 
recursos el cual es específico. 
 
Además, en las subsiguientes normas, se aclara el nombre, valor, documentos que 
lo requieren y lo referente a su emisión y venta.  No obstante la tendencia ha sido ir 
eliminando los timbres, es decir, este tipo de especie fiscal.  El artículo 10 señala 
como ente emisor y vendedor del timbre al Banco Central de Costa Rica, 
ciertamente el INAMU recibiría los fondos.   En la actualidad ya no se suele utilizar 
es procedimiento o fórmula, sino que se cancela mediante el pago de depósitos –
enteros- bancarios, según las cuentas destinadas para tal fin.   
 
Con respecto a esta imposición tributaria, hay que considerar que la legislación 
vigente incluye una diversidad de recaudaciones, con fines específicos, y a favor de 
organizaciones públicas y privadas.  En efecto, entre ellos se encuentran los 
comúnmente denominados “timbres”, que constituyen tributos especiales que se 
pueden definir como “la obligación de realizar una prestación pecuniaria en favor de 
un ente público, para subvenir a las necesidades de éste, que la ley hace nacer 
directamente de la realización de ciertos hechos que ella misma establece”14  
 
Estas obligaciones recaudadas por distintos entes públicos, se utilizan para 
asegurar el financiamiento autónomo de las mismas, tal es el caso de las cámaras 
agrícolas, los fondos forestales, los centros de estudios, colegios profesionales o 
diferentes entidades de tipo social o de regulación económica.  De tal forma que se 
refieren a ellas, como contribuciones parafiscales. 
 
 

                                            
 
14 Sainz de Bujanda (Fernando). Lecciones de Derecho Financiero, Madrid, Universidad 
Complutense de Madrid, 1991, 9na. edic., p. 171 
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Se debe considerar que las contribuciones parafiscales15,  se pueden caracterizar 

por: 
 

 No incluir su recaudación en los presupuestos estatales (Nacionales o 
municipales). 

 No ser recaudados por los organismos específicamente fiscales del Estado. 
 No ingresan en las tesorerías del Estado, sino directamente en los entes 

recaudadores y administradores de los fondos. 
 
Ciertamente, las contribuciones parafiscales tienen una connotación especial 
debido a su fin, ya que exime que los recursos que se recauden lleguen a ingresar 
a la caja única del Estado. Como se observa, estas contribuciones no cumplen con 
una de las características primordial que sí cumple el resto de los tributos.   Por 
tanto, este tipo de tributo se establece con el fin de satisfacer un fin socio-económico 
específico que no satisface las necesidades generales del Estado, lo que resulta en 
un elemento distintivo y diferenciador. 
 
La Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, en su Resolución Nº 000232-F-
02, de las dieciséis horas diez minutos del seis de marzo del año dos mil dos, 
establece en relación con las contribuciones parafiscales lo siguiente: 
 

En la especie se creó un tributo encausado, sin que los fondos lleguen a las 
arcas generales del Estado, asegurando con ello que llega a su destino. El 
legislador quiso dotar de fondos a determinadas instituciones, verbigracia, el 
Instituto de Fomento Cooperativo, el Instituto de Desarrollo Agrario, Instituto de 
Fomento y Asesoría Municipal, y ello corresponde a lo que en doctrina se 
denomina. “contribución parafiscal”, y que la Sala Constitucional la define 
como: “…verdaderas contribuciones con claros fines económicos y sociales, 
conocidas en la doctrina del Derecho Tributario, como "contribuciones 
parafiscales", que son impuestas por el Estado pero no figuran en el 
presupuesto general de ingresos y gastos, por lo que recibe la denominación 
antes referida. La misma doctrina del Derecho Financiero define la figura como 
"tributos establecidos en favor de entes públicos o semipúblicos, económicos o 
sociales, para asegurar su financiación autónoma". Quiere decir, lo anterior, 
que la contribución parafiscal no constituye una figura distinta de la tributación 
general” (voto N°4785-93 de las 8 horas 39 minutos del 30 de setiembre de 
1993). (Lo subrayado no es del orignal). 

 
Dicho lo anterior, y en relación con el artículo 9, esta asesoría advierte que en el 
inciso a) la revisión técnica de vehículos es anual para unos automotores y 
semestral para otros (servicio colectivo en sus modalidades), pero también, la 

                                            
 
15 Informe del Departamento de Servicios Técnicos del expediente Nº 14829, elaborado por la Licda. 
Georgina García 
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realiza la empresa RITEVE S.A.; es decir, hace varios años no la efectúa la 
Dirección General de Tránsito u oficina correspondiente, como lo dice la norma. 
 
De tal forma que, si bien no se encuentran inconvenientes de legalidad o 
constitucionalidad en la propuesta de ley, aconsejamos observar las 
recomendaciones brindadas.   
 
 

IV. ASPECTOS DE TÉCNICA LEGISLATIVA 

 
El título 

 
El título en toda ley o proyecto de ley cumple la función de definir o especificar el 
contenido o finalidad de la misma. En este orden de ideas, la doctrina española 
propone que este indique el contenido u objeto de la ley de una manera acertada, 
directa, comprensiva y definitoria de lo que es o para lo que sirve dicha normativa. 
Sin que el mismo exceda la información requerida, para cumplir con tales fines. 
 
Por lo tanto, esta asesoría recomienda incluir en el título la intención de la 
derogatoria de una ley vigente (N° 9063 de 8 de agosto de 2012). 
 
En aras de salvaguardar una correcta técnica legislativa se debe indicar en el título 
que lo correcto es establecer el número y la fecha de sanción de la respectiva ley, 
 
Improcedencia de hacer mención de La Gaceta 

 
No es necesario indicar dentro de la disposición el número de La Gaceta y la fecha 
de publicación en el Diario Oficial.  Véase artículos 6 y 7. 
 
Objeto de la Ley 
 
El proyecto cuenta con reformas a leyes (artículos 1, 2, y 3), derogatoria de un 
transitorio (artículo 4), adición de un transitorio (artículo 5), una norma nueva para 
los jueces (artículo 6) pero no ligada a ningún cuerpo normativo, la derogatoria de 
una ley completa (artículo 7), y la creación de un nuevo Timbre (artículos 8, 9 y 10). 
Hay objetos distintos, aunque pareciera que bajo un mismo hilo conductor que es 
dotar de fondos y echar andar los programas de atención especializada de 
ofensores cuando las víctimas son las mujeres.  Entonces, pareciera que no se 
logra establecer con claridad el objeto que persigue la ley al existir dicha 
dispersión.  
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Es importante recordar que el objeto de la ley tiene ciertas características que 
deben ser observadas al momento de su redacción, entre las que destaca que el 
mismo debe ser preciso, completo, breve, concreto y coherente con el título.  
 
Respecto de la reforma al inciso d) del artículo 4 de la Ley N° 7801. 

 
En el caso que nos ocupa, el objeto no es claro, pues el enunciado del título del 
artículo que se pretende modificar, establece las atribuciones con que cuenta el 
Instituto Nacional de las Mujeres para el cumplimiento de sus fines, entre los que 
destacan: “a) Formular e impulsar la política nacional para la igualdad y 
equidad de género, en coordinación con las instituciones públicas, las instancias 

estatales que desarrollan programas para las mujeres y las organizaciones sociales. 
b) Proteger los derechos de la mujer consagrados tanto en declaraciones, 
convenciones y tratados internacionales como en el ordenamiento jurídico 
costarricense; promover la igualdad entre los géneros y propiciar acciones 
tendientes a mejorar la situación de la mujer.  c) Coordinar y vigilar que las 
instituciones públicas establezcan y ejecuten las políticas nacionales, sociales 
y de desarrollo humano, así como las acciones sectoriales e institucionales de la 
política nacional para la igualdad y equidad de género.  d) Propiciar la participación 
social, política, cultural y económica de las mujeres y el pleno goce de sus 
derechos humanos, en condiciones de igualdad y equidad con los hombres.” 

(La negrita es propia) 
 
Como se observa, los fines que persigue la Ley N.° 7801 son distintos a la reforma 
que se pretende realizar, toda vez que consisten en la ejecución de acciones 
para la prevención de la violencia contra la mujer y hacer conciencia en los 
hombres de la necesidad de cambiar patrones culturales, no de promover la 
condición de las mujeres y la equidad de género. 
 
Así las cosas, lo anterior debe ser subsanado a fin de armonizar esta disposición 
con el principio de legalidad y seguridad jurídica que rige la Administración Pública, 
según el cual es fundamental garantizar la certeza de los términos empleados en la 
normativa, con el fin de evitar márgenes de interpretación inapropiados. 
 

V. ASPECTOS DE PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO 

 

Votación 
 
De conformidad con lo que dispone el artículo 119 de la Constitución Política, el 
proyecto de ley objeto de estudio, requiere para su aprobación de la mayoría 
absoluta de votos de las y los diputados presentes. 
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Delegación 
 
De conformidad con el párrafo tercero del artículo 124 de la Constitución Política, 
este proyecto de ley SI puede ser delegado en una Comisión con Potestad 
Legislativa Plena, porque a pesar de referirse a materia impositiva, la Sala 
Constitucional en el Voto Nº 2896-2008 indicó que sólo los impuestos no son 
delegables, pero el resto de los tributos parafiscales sí pueden ser delegados. 
 
Esta delegación será posible salvo que se requiera de una votación calificada para 
apartarse del criterio de la Corte Suprema de Justicia, en razón de la consulta 
obligatoria que se debe realizar. 
 

Consultas 
 

Obligatorias 
 

 Instituto Nacional de las Mujeres 
 Caja Costarricense de Seguro Social (Por derogatoria de la Ley 9063) 
 Corte Suprema de Justicia 
 Banco Central de Costa Rica 
 Instituciones Autónomas 
 Municipalidades   

 

Facultativas 
 

 Defensoría de los Habitantes 
 Ministerio de Justicia y Gracia 
 Defensa Pública 
 Ministerio de Hacienda  
 Patronato Nacional de la Infancia 

 
VI. ANTECEDENTES   

 
Poder Legislativo 
 

 Constitución Política de la República de Costa Rica, de 7 de noviembre de 
1949. 

 Reglamento de la Asamblea Legislativa, Editorial Investigaciones Jurídicas 
S.A. 1ª Edición, junio de 2001, San José, Costa Rica. 

 Convención Sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer (CEDAW), de las Naciones Unidas, ley No. 6968 
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 Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
Contra la Mujer (Belem do Para), Ley N° 7499 de 2 de abril de 1995.  

 Ley General de la Administración Pública, Nº 6227 del 2 de mayo de 1978. 
 Ley de Penalización de la Violencia Contra las Mujeres. Ley Nº 8589 del 25 

de abril de 2007. 
 Ley contra la Violencia Doméstica, Ley Nº 7586, del 10 de abril de 1996. 
 Ley de Atención psicológica a personas agresoras insertas en procesos de 

todo tipo de violencia, Ley N° 9063 de 8 de agosto de 2012. 
 Ley del Instituto Nacional de las Mujeres, Ley N.º 7801, de 18 de mayo de 

1998. 
 Resolución sobre la aplicación del artículo 119 del Reglamento de la 

Asamblea Legislativa, dada por el Directorio el 11 de octubre del 2018. 
 Informe del Departamento de Servicios Técnicos del expediente Nº 14829, 

elaborado por la Licda. Georgina García. 
 
Poder Judicial  
 

 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Resolución Nº 000232-
F-02, de las dieciséis horas diez minutos del seis de marzo del año dos mil 
dos. 

 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. voto N°4785-93 de las 
8 horas 39 minutos del 30 de setiembre de 1993. 

 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, Voto Nº 2896-2008, de 
las 8 horas 34 minutos del 29 de febrero de 2008. 

 
 
Poder Ejecutivo 
 

 Documento INAMU-PE-739-2016 del 19 de diciembre del 2016 
 Procuraduría General de la República, Opinión Jurídica OJ-58-2015, del 19 

de junio de 2015. 
 Procuraduría General de la República, Consulta C-216-2010, del 2 de 

noviembre 2010. 
 Procuraduría General de la República, audiencia sobre el expediente Nº 

15447-2008. 
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